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Resumen 
El objeto de esta investigación es la de determinar o analizar  si la prohibición de 
celebrar preacuerdos entre la fiscalía el imputado para el caso de los delitos contra 
la libertad, integridad y formación sexuales y demás cuando las víctimas son 
menores de 14 años, contenida en el artículo 199, numeral 7, del Código de la niñez 
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y la adolescencia, afecta los  derechos humanos en los procesados, o si está acorde 
a los principios constitucionales y del derecho penal. La presente investigación es 
de tipo cualitativo con un método descriptivo, a partir del análisis de fuentes legales, 
jurisprudenciales y doctrinarias. Se concluyó que la prohibición de los preacuerdos 
afecta  algunos derechos humanos en los procesados y va en contra de principios 
como la dignidad humana,  el carácter restaurador del sistema penal, constituyendo 
un ejemplo de lo que se denomina “populismo punitivo”, un retroceso en los avances 
del derecho penal y los derechos humanos, incompatible con los valores 
constitucionales colombianos. 
 
Palabras clave: Preacuerdos, negociaciones, menores, derechos humanos 
y Populismo punitivo. 
Analysis of the prohibition of the celebration of pre-agreements and 
negotiations between the prosecution and the accused or accused in crimes 
committed against children under 14 years of age in Colombia as a violation 
of human rights. 
Abstract 
The purpose of this investigation is to determine whether the prohibition of 
entering into pre-agreements between the prosecution and the accused in the 
case of crimes of homicide or personal injury under intentional means, crimes 
against sexual freedom and integrity, or kidnapping, when the victims are 
under 14 years of age, contained in article 199, numeral 7, of the Childhood 
and Adolescence Code, is a violation of human rights, such as legal equality, 
or if it is in accordance with constitutional principles and criminal law . This 
research is qualitative with a descriptive method, based on the analysis of 
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legal, jurisprudential and doctrinal sources. It was concluded that the 
prohibition of pre-agreements constitutes a violation of the right to legal 
equality of the accused and goes against principles such as human dignity, 
proportionality and the restorative nature of the penal system, constituting an 
example of what is he calls “punitive populism”, a setback in the advances of 
criminal law and human rights, incompatible with Colombian constitutional 
values. 
Keywords: Pre-agreements and negotiations, Child's rights, human rights 
and punitive populism. 
Introducción 
El derecho penal ha evolucionado de forma muy significativa desde la 
antigüedad, donde los condenados o incluso a aquellos simplemente 
acusados eran sometidos a castigos inhumanos como la tortura, la 
esclavitud, la mutilación o incluso la muerte. Donde los culpables perdían 
cualquier derecho que pudiesen tener y eran encerrados hasta que el mundo 
exterior se olvidaba de ellos. 
El avance del derecho, específicamente en el área de los derechos humanos, 
que no sólo son universales e inherentes a la persona, sino que se sitúan 
jerárquicamente en el más alto nivel dentro de los sistemas jurídicos, también 
ha tenido un efecto revolucionario en el mundo penal. Bajo este nuevo 
paradigma, la situación de las personas detenidas por las autoridades por la 
comisión de delitos, ha cambiado de forma drástica. Entre estos avances 
destacan la prohibición de castigos corporales, el derecho al debido proceso 
y a la defensa, la presunción de inocencia y en muchos Estados, la 




Colombia pertenece al grupo de Estados que ha prohibido estas prácticas. El 
artículo 12 de la Constitución Política de 1991 prohíbe expresamente la 
tortura y los tratos crueles y degradantes. Además dentro de la legislación 
penal colombiana se han establecido diversos mecanismos especiales que 
permiten a los acusados e imputados ciertas ventajas u oportunidades para 
reducir las penas en sus sentencias, como lo son la celebración de 
preacuerdos y negociaciones con la Fiscalía. Para obtener los beneficios 
procesales, se exigen ciertas condiciones y el cumplimiento de determinados 
requisitos y procedimientos,  
No obstante, la legislación ha prohibido expresamente que un grupo 
determinado de imputados tenga acceso a estos beneficios procesales. Es el 
caso de los imputados por los delitos de homicidio, lesiones personales, 
delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, o secuestro, 
cuando las víctimas son menores de 14 años. (Artículo 199 del Código de la 
infancia y la adolescencia). 
Si bien es cierto que no existen delitos más condenables y que despierten un 
mayor rechazo social que aquellos cometidos contra los menores de edad, 
esto no puede ser fundamento para retroceder en los avances de la política 
criminal. En particular si tenemos en cuenta que aquellos condenados por 
otros delitos graves, como homicidios y violaciones en personas adultas si 
pueden acogerse a estos beneficios, lo que afecta  un derecho fundamental 
en los acusados como lo es la igualdad jurídica. 
La igualdad, prevista en el artículo 13 de la Carta Magna, es un derecho 
fundamental y es deber de todos los ciudadanos defender y reivindicar los 
derechos cuando se considera que estos están siendo violados o 
amenazados, a parte la Dignidad humana, el debido proceso, la presunción 
de inocencia. Desde esa perspectiva, prohibir la celebración de preacuerdos 
con los acusados por delitos contra niños y adolescentes, si bien surge de la 
gravedad innegable de estos delitos, representa una vulneración al  derecho 
de igualdad ante la Iey, dignidad humana consagrada en el artículo 1 del 
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código Penal, la Constitución Política en su artículo 1 y 2, especialmente 
considerando que los acusados aún no han visto su culpabilidad, declarada 
en una sentencia definitivamente firme. 
Los preacuerdos entre la fiscalía y el imputado nacen para ayudar a 
contrarrestar algunos problemas graves del sistema de justicia Colombiano. 
El primero de éstos es la saturación judicial, fundamento de la figura del 
preacuerdo, toda vez que agiliza la terminación del proceso, sin la demora 
habitual del juicio ordinario. 
La Contraloría General de la Republica reveló en una nota de prensa el 24 
de julio del 2020, que la saturación judicial para el año previo fue de 50. En 
algunos Distritos Judiciales, la situación es aún más severa. En los Distritos 
de Cauca, Meta, La Guajira, Valle y Magdalena, los índices de saturación 
superaron el 64%. (Contraloría General de la Republica de Colombia, 2020) 
El segundo problema es aún más preocupante. La situación de hacinamiento 
en los centros carcelarios constituye una vulneración de los derechos de los 
reclusos. Igualmente, la sobrepoblación Ileva al deterioro de las condiciones 
sanitarias en los lugares de reclusión y hace complicada la convivencia, 
dando origen a conflictos constantes. 
La Corte Constitucional, en 1998, declaró que la situación de las cárceles y 
otros recintos penitenciarios en Colombia constituía un “Estado de cosas 
inconstitucional”. (Sentencia de Tutela n° 153 de 1998 de la Corte 
Constitucional M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz, 1998) Pero tras más de 20 
años el problema subsiste. Según Ávila Hernández: 
“Aun así, volviendo la atención al sistema carcelario en 
Colombia el cual es sin duda una contradicción a cualquier 
visión garantista… dadas las notorias deficiencias que se 
presentan en cuanto al deterioro de la infraestructura física, 
hacinamientos, incapacidad para albergar más condenados, 
desclasificación de los condenados y procesados que ocasiona 
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que éstos últimos ante la espera de un proceso expedito y 
apegado a derecho, aun considerándose inocentes a la Iuz del 
modelo acusatorio, modifiquen su conducta en el convivir diario 
con un condenado por delitos graves”. (Ávila  
Hernández, Flor. et al., 2019, pág. 5) 
La celebración de preacuerdos con los imputados y acusados por delitos 
contra niños y adolescentes, puede ayudar a aliviar ambos problemas. En 
primer lugar, con la admisión de los hechos que realice el imputado como 
parte del preacuerdo, se elimina la necesidad de realizar el juicio oral, 
ayudando a descongestionar los tribunales. En segundo Iugar, la reducción 
de sentencias a causa de los preacuerdos, reduciría la sobrepoblación 
carcelaria al disminuir los periodos de reclusión de los condenados. 
Igualmente, el acuerdo podría traer beneficios a las víctimas, ya que este 
puede implicar la admisión de cargos por el acusado, llevando a una condena 
rápida y segura. De lo contrario, las víctimas no tienen certeza de que el delito 
pueda ser probado terminantemente y de que tras un largo proceso 
obtendrán la justicia que buscan. Finalmente, mientras Colombia inicia una 
etapa de postconflicto, donde se reconoce la necesidad de contemplar 
justicia restaurativa. Al respecto Ávila Hernández ha afirmado que: 
“En la Justicia Restaurativa, por otra parte, se opera un cambio 
de énfasis en la dinámica de la relación entre el ofensor y la 
víctima, mediante un enfoque que no privilegia la anulación de 
todo tipo de participación y vinculación con la sociedad para el 
responsable del daño”. (Ávila Hernández 2019, pág. 7). 
 Es necesario asegurarse de que todas las normas penales de la República, 
reflejen estos valores y que no existan vacíos o residuos de los paradigmas 
superados. En este sentido, la interrogante a responder por la presente 
investigación seria: ¿Es la prohibición de celebrar preacuerdos y 
negociaciones entre la fiscalía y el imputado o acusado en los delitos 
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cometidos contra menores de 14 años, compatible con  derechos humanos 
fundamentales consagrados en la Constitución Política de Colombia así 
como con los fines y principios de la justicia restaurativa? La hipótesis de la 
presente investigación es que la celebración de preacuerdos con los 
imputados y acusados por los delitos contra la libertad, integridad y formación 
sexuales en menores de 14 años es exequible con la Constitución 
Colombiana y su prohibición afecta  algunos  Derechos humanos en los 
procesados. Para comprobar la hipótesis, se analizará la legislación 
colombiana referente a los preacuerdos y negociaciones, las sentencias de 
la Corte Constitucional al respecto y el análisis de la doctrina de autores 
Colombianos y extranjeros acerca de la prohibición de este y otros beneficios 
penitenciarios, como parte de una tendencia a la expansión del derecho 
penal. Lo anterior buscando determinar si en efecto es constitucional o no la 
celebración de preacuerdos y negociaciones entre la Fiscalía y el imputado, 
para los delitos sexuales contra niños y adolescentes. 
1. Los preacuerdos y negociaciones en el proceso penal 
colombiano a. Historia 
Se encuentran inmersos  en los artículos 348 al 354 de la Ley 906 de 2004 
de Código de Procedimiento Penal y constituye una herramienta para agilizar 
el proceso penal, reduciendo o suprimiendo la fase argumentativa del debate 
probatorio en aquellos hechos donde exista consenso entre el acusado o 
imputado y la fiscalía. Para encontrar los antecedentes a esta práctica, 
podemos retroceder casi 2 siglos, hasta el Código Penal de 1873, norma que 
pretendía alejarse de los paradigmas penales de la época, aún ligados al 
pensamiento de la época colonial donde “las clases marginadas de la 
sociedad fueron identificadas por las élites como predispuestas al delito” 
(García Parada, 2009, pág. 185). 
El nuevo código aportaba  mucho más humanidad al ordenamiento jurídico, 
a parte que abolía la pena de muerte y rebajas de  pena a quienes se 
entregaran a las autoridades o confesaran voluntariamente su 
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responsabilidad en algún delito. Este texto tendría una vigencia limitada ya 
que en pocos años surgiría un consenso entre las fuerzas políticas de la 
necesidad de volver a la imposición de penas más severas para contrarrestar 
un aumento en la criminalidad que se achacaba a “la relajación de las 
costumbres, al debilitamiento del principio de autoridad, la impunidad y el mal 
ejemplo del gobierno al ejecutar actos injustos y violentos” (Aguilera Peña, 
2002) 
Lo anterior se materializa en  la Constitución de 1886 y en el Código Penal 
de 1890. En dicho código representó el retorno a un modelo más rígido, 
eliminando los beneficios de la norma anterior e impuso penas más severas. 
Una de estas fue la reinstauración de la pena de muerte que se mantendría 
vigente hasta su abolición definitiva en 1910. 
Sin embargo, es importante señalar que el Código de 1890 representa en sí 
mismo una evolución significativa dentro del sistema penal Colombiano, 
inspirándose en los modelos europeos de la denominada “corriente ilustrada 
del derecho penal” y el movimiento internacional de codificación, para dejar 
de Iado el autoritarismo y la arbitrariedad que caracterizaban el derecho 
nacional hasta el momento y consagrando como como pilar del sistema penal 
principio al principio de legalidad. (Bernate Ochoa, 2004) 
Volviendo a los antecedentes de los preacuerdos, tocaría esperar casi un 
siglo para la aprobación del Código de procedimiento penal de 1991, Ley 
2700 de 1991, ya en el marco de la Constitución Política de 1991, para que 
los preacuerdos como los conocemos entrasen en vigencia. Esta Iey permitía 
que el acusado llegara a un acuerdo para  obtener una reducción de la pena, 
pero exigía como condición que no hubiese certeza de la responsabilidad del 
acusado, es decir, en los casos donde hubo flagrancia o una confesión 
voluntaria del acusado, no habría necesidad de conceder el beneficio de 
reducción de la pena como lo dice Villamil Portilla. La norma actual si permite 
celebrar preacuerdos en casos de flagrancia. El siguiente hecho a destacar 
es la emisión del Acto legislativo 03 de 2002, sentó las bases para el sistema 
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penal acusatorio, verbal, concentrado y adversarial consagrado en la Iey 906 
de 2004 del Código de Procedimiento Penal, norma vigente, que establece 
los preacuerdos tal y como existen en la actualidad. 
Finalmente es importante señalar la Ley 890 de 2004, que en su artículo 14 
establece un aumento generalizado de todas las penas, en la tercera parte 
en el mínimo y en la mitad en el máximo, algo que para muchos autores inicia 
con la finalidad de incentivar la celebración de los preacuerdos establecidos 
por la Iey, debido a que la mayor severidad de la pena llevaría a los acusados 
a pactar con la Fiscalía, haciendo más pronta la justicia. Según el artículo 348 
del Código, su finalidad es la de: 
“humanizar la actuación procesal y la pena; obtener pronta y 
cumplida justicia” (Congreso de la Republica de Colombia, 
1994) 
El preacuerdo es entonces una negociación entre el imputado y la fiscalía 
donde el primero reconoce su culpabilidad para obtener algunos beneficios 
que puedan ser pactados, en aras de una mejor administración de justicia. 
Mediante esta negociación, el imputado, al admitir total o parcialmente su 
culpabilidad recibe a cambio beneficios procesales tales como una reducción 
de la pena, la modificación del tipo penal del que se le acusa por uno menos 
leve, la eliminación de agravantes, entre otros. También sabemos que se 
tiene rebaja hasta de un 50 % por allanamiento que es diferente al 
preacuerdo y que tanto lo uno como lo otro son principios propios no del 
sistema penal  sino que según C-1287 de 2001 tiene contenidos que hace 
parte del Estado Social de Derecho como lo dice Manuel Aragón en su libro 
Constitución y control de poder 1999 pag.50 y la Constitución art.1, además 
que también hacen las presentes figuras parte del Estado Democrático art.2 
lo cual lo resumimos en participación del acusado  en la solución del conflicto 
y  solución del proceso entre víctima y victimario, que tanto en preacuerdos 
como allanamientos propios del Estado Social se deben garantizar sus 
principios como debido proceso, in dubio pro reo, como garantías de la 
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igualdad y dignidad humana propios de nuestra Constitución y al prohibirse 
estos dos beneficios según  art.199 de la 1098  se afectan derechos como la 
dignidad humana y la esencia de preacuerdos y allanamientos. 
b. Procedimiento 
En cuanto a la oportunidad procesal, los imputados podrán optar por hacer 
un preacuerdo con la Fiscalía a partir de la audiencia de formulación de 
imputación   allanarse a cargos y hasta antes de la presentación del escrito 
de acusación o cuando ya esta se presentó, tendrán una segunda 
oportunidad hasta el momento del interrogatorio en el juicio oral para donde 
debe declararse culpable o inocente. En cada supuesto, la admisión de los 
cargos tendrá efectos diferentes. 
En el primer supuesto, el acuerdo podrá versar sobre el contenido de la 
acusación, como ya fue señalado. Al realizar el preacuerdo durante la 
audiencia de formulación de la imputación, el acusado recibirá una reducción 
de la mitad de la pena establecida para el delito. Los preacuerdos celebrados 
en esta fase obligan al juez, salvo que exista violación de garantías 
fundamentales. Tras la aprobación del preacuerdo, se convocará una 
audiencia donde el juez dictará sentencia (arts. 350 y 351 del Código de 
procedimiento penal de Colombia). 
En el segundo supuesto, cuando el preacuerdo tiene Iugar después de 
presentada la acusación, el beneficio será la reducción de la pena en una 
tercera parte. En cualquier caso, el imputado o acusado podrá admitir total o 
parcialmente los cargos y los beneficios que recibirá se extenderán 
únicamente a las penas de los cargos admitidos (art. 352 del Código de 
procedimiento penal de Colombia). 
Los preacuerdos no constituyen una renuncia del Estado a ejercer la acción 
penal o le confiere un carácter dispositivo a la misma. Su celebración 
tampoco conlleva a una suspensión o abandono del proceso. Los 
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preacuerdos constituyen en cambio un medio para alcanzar una terminación 
más expedita del proceso cuando existe la voluntad por parte del imputado o 
acusado de admitir total o parcialmente los hechos y renunciar de forma 
voluntaria al juicio oral. En allanamientos se acepta de manera individual los 
cargos con el fin de obtener rebaja que no está contemplada en el art.199 de 
la 1098 pues no es lo mismo preacuerdo que allanamiento como 
erróneamente tomo su postura la Corte Suprema en la sentencia  SP14496 
de 2017 radicado 39831 del 27 de septiembre que Originalmente tenía la 
postura que estas dos figuras eran diferentes con distintas  consecuencias 
en el procesado como la  25306 del 8 de abril de 2008 que afecta la dignidad 
humana  e inciden gravemente en la interpretación del art.199 la norma 
estudiada. 
c. Relevancia de los Preacuerdos dentro del sistema judicial penal 
Son muchos los beneficios que ha ofrecido la implementación de los 
preacuerdos a un sistema penal para conceder a los imputados una rebaja 
de pena a cambio admitir su culpabilidad, lo que permite lograr esclarecer y 
acelerar los procesos, a través una terminación anticipada con el fin que 
éstos no lleguen a la etapa de juicio. En cuando a la variedad de beneficios 
que aporta dicho sistema, Omaña, Ortiz y Villamizar, exponen: 
“Los preacuerdos en el sistema penal acusatorio en Colombia, 
han permitido un mejor desempeño en la administración de 
justicia, no sólo por la celeridad y economía procesal que ello 
implica, sino también por la facilidad de terminar el proceso de 
manera anticipada”. (Omaña Ortiz, P. & Villamizar S., 2018 
Pág18) 
El fin planeado para su implementación fue la reducción de casos llevados a 
juicio, y se esperaba que la gran mayoría de los casos se resolviesen con 
esta figura. Ahora bien, desde su adopción en Ley 906 de 2004, se han 
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presentado una serie de inconvenientes referentes a su aplicación como lo 
señala Martínez Posada (2017) Pág. 17 
En las primeras interpretaciones realizadas por la Corte Suprema de Justicia 
se encontraban numerosas limitaciones para la figura de los preacuerdos, 
pero en posteriores pronunciamientos se fue expandiendo su alcance en aras 
de la libertad de negociación. Es menester destacar lo señalado por Espinosa 
y Ardila, en relación a las limitaciones que poseen los preacuerdos: 
“La existencia de normas que excluyen la negociación y los 
preacuerdos en algunos comportamientos penales… 
contradicen el propósito de eficiencia y eficacia a través de los 
instrumentos de justicia premial, generando una discutible 
discriminación de persecución punitiva y un desgaste en la 
administración de justicia.” (Espinosa Olaya, Ardila Polo, 2015 
pág. 51). 
La exclusión del sistema premial de los delitos mencionados presupone la 
contradicción del propósito principal de los preacuerdos y allanamientos, que 
es la de reducir la carga del sistema judicial. Lo anterior se traduce en un 
número cada vez más amplio de delitos que necesariamente deben ser 
atendidos por los tribunales penales, contribuyendo a la saturación judicial y 
se aparta por tanto de estas figuras propias del Estado Social de Derecho 
que como lo repetimos tiene como esencia en materia penal lograr la solución 
de conflicto en victima e indiciado. De igual modo, gracias al análisis realizado 
en entre 2011 y 2017, por la Corporación Excelencia en la Justicia sobre las 
cifras de la Fiscalía sobre condenas en nuestro sistema penal, se concluyó 
que en años anteriores las condenas por aceptación de cargos eran las más 
comunes, pero hoy en día son por preacuerdos, que prácticamente han 
dejado a la aceptación de cargos en desuso. Lo que podría dar una 
explicación acerca de este cambio, es que en casos de allanamiento, la Iey 
realizó un cambio significativo en los beneficios que se podían adquirir por la 
aceptación de cargos. La posibilidad de alcanzar dicha reducción en la pena 
ha llevado a que  los preacuerdos se hayan convertido en la forma más eficaz 
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de  terminación pronta  del proceso. De ahí, el motivo por el cual, en la última 
década, encontramos que la figura de los preacuerdos es más adoptada. 
Los resultados de los análisis realizados por CEJ obtuvieron como resultado 
que para el año 2011, las sentencias condenatorias que llegaban a juicio oral 
eran 6.892 (12%), para la aceptación de cargos fueron 40.273 (68%) y para 
los preacuerdos tan solo, 6.982 (12%), las absolutorias por juicio oral dieron 
un resultado de 3.712 (6%), por aceptación de cargos 1.063 (2%) y por 
preacuerdos 268 (0%). En el año 2017 se obtuvieron resultados como, 
sentencias condenatorias por juicio oral 11.912 (16%), por aceptación de 
cargos 19.337 (28%) y preacuerdos era de 30.513 (42%) absolutorias para 
juicio oral 10.756 (15%) aceptación de cargos 748. 
Estas cifras al ser analizadas permiten observar como durante los últimos 
años la figura en mención ha visto su uso incrementado, al punto de sustituir 
a la admisión de los hechos como mecanismo de culminación del proceso. 
Sin embargo, las cifras también muestran que el objetivo de convertir a los 
preacuerdos en el principal mecanismo para la terminación de los procesos 
penales está Iejos de realizarse. 
d. Participación de las victimas 
Es propio de un Estado Social de Derecho con la figura de preacuerdos, 
allanamientos y demás figuras o salidas al conflicto en la justicia premial art. 
1 y 2 de la C.P.C, no congruente con el art.199 de la ley 1098.Un aspecto 
polémico respecto a los preacuerdos como están reflejados en el texto del 
Código Procesal Penal, es la exclusión de las víctimas en todas las etapas 
del mismo, salvo su derecho a aceptar o rehusar las reparaciones y en este 
segundo caso, acudir a la vía judicial para exigir una reparación diferente. 
Sobre este punto se pronunció la Corte Constitucional Sentencia C 516 de 
2007 de la Corte Constitucional M. P. Jaime Córdoba Triviño,  afirmando que 
la víctima tiene derecho a ser informada del preacuerdo para su posterior 
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aprobación. Por consiguiente, la victima tiene derecho participar en la 
celebración de preacuerdos, deberá ser informada de la celebración del 
mismo y deberá ser oída por el fiscal y el juez, quien al momento de aprobar 
el acuerdo debe verificar que el mismo no viole las garantías del imputado y 
la víctima. En los delitos contra menores en Colombia al negarse las rebajas 
por preacuerdos y allanamientos y demás figuras según el numeral 7 del 
at.199 se le niega a las víctimas su participación en los beneficios que 
conlleva el preacuerdo que es verdad, a que la víctima sepa las razones o 
motivos del supuesto delito, justicia,  pues ésta quedará inconclusa sobres 
las circunstancias que rodearon el delito como es a parte de la verdad demás 
personas participantes y todo lo que rodea un proceso, a parte que al darse 
lugar las rebajas correspondientes como en los otros delitos las victimas 
tendrían la reparación económica sin necesidad de seguir con la tortura larga 
de un proceso por incidente de reparación, reparación que nunca llega pues 
la persona ya está condenada a la totalidad de la pena por lo que no se repara 
la victima dentro del proceso , por lo que se concluye que no sólo se le viola 
se afectan derechos en los acusados sino a las víctimas cosa diferente a si 
fuera cualquier otro proceso que no tuviera la prohibición del art.199 de la ley 
1098. 
2. Delitos contra menores  
a. Los menores  sujetos vulnerables  
En el campo jurídico siempre se ha reconocido a los menores de edad como 
sujetos vulnerables, por lo tanto se les debe brindar un trato especial y 
atender a su interés superior, como pilar del desarrollo social. Un niño se 
encuentra en un estado de desarrollo constante tanto corporalmente como 
mentalmente, se entiende que no puede valerse por sí mismo, de allí su 
condición de vulnerabilidad, porque no tienen a su alcance el conocimiento o 




Es de vital importancia identificar los factores de riesgo en los que se pueden 
encontrar los menores de edad. Ser víctima de un acto violento puede 
acarrear graves consecuencias en la vida de cualquier persona, no solo 
físicas, sino psicológicas y sociales. La ya mencionada vulnerabilidad lleva a 
que los niños, niñas y adolescentes sean con frecuencia víctimas de 
maltratos físicos, emocionales y psicológicos, así como explotación y 
privación de sus derechos, especialmente la educación. Sin embargo, las 
causas sociales que originan esta lamentable realidad no están plenamente 
identificadas, lo que implica que debe existir un esfuerzo por parte de la 
sociedad para alcanzar soluciones reales para acabar con el abuso y la 
explotación infantil (Hernández Pallares, 2011 Pág. 10) 
En tal sentido, se debe tratar de establecer herramientas jurídicas eficaces 
para acelerar los procesos, así como también para las denuncias. Existen 
actualmente muchas investigaciones acerca del peso que acarrea este tipo 
de abuso en la sociedad ya que tiende a dejar una huella traumática en sus 
víctimas, como trastornos psicológicos, físicos y sociales que interfieren 
negativamente en la vida cotidiana y en vista a ello requiere un tratamiento 
asistencial que ayude a la víctima a superar el hecho. 
Esbec explica que las víctimas de delitos violentos pueden en algunos casos 
presentar secuelas psicológicas que acompañan al ser humano parte de su 
vida y afectan su desarrollo y su habilidad de relacionarse en la sociedad. 
Estas secuelas incluyen trauma psicológico, sentimientos de ira, vergüenza, 
culpa o humillación, baja autoestima, adicción a las drogas, problemas en el 
ámbito sexual, tendencias violentas, entre muchas otras. 
En cuanto a los agresores, Finkelhor señala que pese al común estereotipo 
del ofensor como un degenerado, según el cual los abusadores sexuales son 
vistos como psicópatas, débiles mentales, morales, entre otras 
características, investigaciones recientes señalan que solo una minoría de 
estos eran abusadores sexuales, sino que en su gran mayoría se trataban de 
hombres conocidos, amigos, vecinos o parientes cercanos al menor 
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victimizado, usando ese acercamiento para ganar confianza de su víctima. 
(Finkelhor, 2005). 
En algunos agresores se observa la gratificación sexual como motivación, en 
otros la necesidad de acercamiento o agresión para cometer el delito. Este 
interés sexual por el menor podría relacionarse al miedo hacia la vida adulta 
o la sexualidad adulta, así como también les atrae la inocencia del niño y sus 
rasgos infantiles. Por otro Iado, la vulnerabilidad de las víctimas, que deriva 
tanto de factores intrínsecos (ingenuidad etc.) y extrínsecos los hace más 
susceptibles al abuso y también reduce su capacidad para denunciar 
(Gonzaga Rodríguez, 2012 Pág. 13). 
Muchas veces estas agresiones provienen de personas cercanos. Estos 
suelen impedir que se conozca el daño o agresión causada. En otros casos 
es el tabú que aún persiste respecto al abuso sexual, el miedo a la 
revictimización por parte de sistemas de justicia insensibles a las 
necesidades de las víctimas o el deseo de no revivir el trauma 
experimentado, son factores que impiden la búsqueda de la justicia en estos 
casos. La impunidad que se desprende de esto, Ileva en muchos casos a la 
reincidencia de los abusadores. Asimismo otros factores como la pobreza, la 
marginalidad, la indigencia, entre otros, dificultan que los delitos cometidos 
sean reportados o detectados por las autoridades. 
b. Situación en Colombia 
Colombia presenta una situación alarmante respecto a la infancia, debido a 
que muchos niños y adolescentes carecen de servicios básicos 
indispensables para llevar una vida normal y son víctimas de la violencia que 
ha azotado al país en las últimas décadas: “...los niños son las principales 
víctimas del conflicto armado... (Restrepo Uribe, L. y Torrado Álvarez, L., 
2002 Pág. 17). 
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En un boletín realizado por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses, (Enero hasta marzo del año 2020) en el cual se presentó 
información de cifras actuales a nivel nacional en relación a la violencia que 
atañe a los menores y adolescentes en el país, estas fueron las siguientes: 
Se reportaron 18 homicidios en menores de 0 a 11 años y 139 de 12 a 17 
años en adolescentes, en cuanto a lesiones no fatales se estimó la cifra por 
violencia interpersonal en niños o niñas era de 236 y en adolescentes 2.023, 
por violencia contra niños  942 y adolescentes 1.194, en exámenes médicos 
por delitos sexuales se alcanzaron cifras de 2.807 en niños o niñas y 2.629 
en adolescentes. 
Asimismo, dicho boletín prevé los rasgos de edad en los que se presentan 
mayores casos, siendo los adolescentes lo más afectados en el delito de 
homicidio, así como también en lo que se refiere a violencia interpersonal e 
intrafamiliar, pero en relación a los exámenes médico legales, por presunto 
delito sexual, encontramos que las edades comprendidas entre 10 a 14 años, 
son las más afectadas, así como también las edades cerca de los 5 a 9 años. 
A pesar de los grandes esfuerzos por estas organizaciones en la búsqueda 
de data, que demuestre el nivel de violencia hacia en menor en Colombia, no 
existe certeza alguna de su dimensión, aunque se ha logrado establecer que 
las niñas y mujeres son las más vulnerables ante tales delitos, la población 
más afectada se encuentra en ciudades como Bogotá y Medellín. 
c. Principios jurídicos sobre los derechos de los menores 
En vista a la problemática anterior, se ha tratado de establecer herramientas 
y leyes para combatir la violencia contra los menores y brindarles atención 
integral, por ello la Convención sobre los Derechos del niño se encarga de 
reconocer los derechos humanos de los mismos y obliga a los países que lo 
ratifican para que todos los niños puedan disfrutar de protección, medidas 
especiales, asistencia entre otros, definiendo estos como aquellos menores 
de 18 años. Hernández Pallares comenta: 
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“Por las constantes violaciones y por la necesidad de 
proporcionar al niño una protección especial, la Convención 
sobre los Derechos del niño, trata sobre el reconocimiento de la 
vulnerabilidad de los niños y sobre sus derechos civiles, 
políticos, económicos, sociales y culturales, como elementos 
integrantes de un conjunto, los cuales constituyen el mínimo 
necesario para la supervivencia y el desarrollo de la infancia”. 
(Hernández Pallares, 2011 Pág. 15). 
“El reconocimiento de esta vulnerabilidad es importante para constituir 
medidas eficaces de protección al menor, ya que constituye el fundamento 
general en que se basa la acción nacional e internacional en favor de la 
infancia y de la adolescencia”. (Hernández Pallares, 2011 Pág. 60). Es 
bastante  preocupante el hecho de que la mayoría de las víctimas de abusos 
sexuales sean menores, la gravedad del daño exige buscar urgentes 
alternativas para acabar o minimizar esta situación, por lo que Gonzaga 
Rodríguez expone: 
“El camino consiste entonces en partir de los ejes en los que se 
sustenta el proceso de desarrollo y protección de los menores 
de edad, destacándose entre otros la Constitución Política de 
1991, la Ley de la Infancia y la Adolescencia, el Código Penal, 
los fallos relativos al tema de las altas cortes, sobre todo los de 
la Corte Constitucional, y los convenios o tratados 
internacionales ratificados por Colombia”. (Gonzaga Rodríguez, 
2012 Pág. 18). 
Las leyes nacionales, los Convenios o Tratados suscritos por Colombia que 
dan protección  al menor, son el pilar fundamental del cual se debe partir para 
así lograr abordar esta problemática. Partiendo de ese razonamiento, 
Hernández Pallares concluye que se han estructurado una serie de principios 
y valores relacionados con los derechos de los menores como resultado de 
una “madurez normativa y filosófica en cuanto a la importancia de estos en 
20 
 
la vida social” (Hernández Pallares, 2011 Pág. 16). Estos principios también 
se han visto reflejados en el ámbito penal.  
Los mismos deben ser tenidos como prioridad para cualquier proceso donde 
se encuentro inmerso un menor, debe prevalecer el principio de interés 
superior, prevalencia de sus derechos y protección integral. Hernández 
Pallares comenta en relación al principio de prevalencia que los derechos de 
la infancia y adolescencia en Colombia con el surgimiento de la Ley 1098 de 
2006 han desarrollado su carácter de prevalentes y el artículo 44 de la 
Constitución Política.  
Esta prevalencia se encuentra tipificada en el artículo 9 del Código de 
Infancia y Adolescencia y significa, que se debe realizar una observación 
exhaustiva de cada caso en los que se vea inmerso un menor para así lograr 
la ponderación de sus derechos en el conflicto. Por su parte, la Ley 1098 de 
2006 también consagra el principio del interés superior, que también se 
analizó en la sentencia T 408 de 1995, que señaló: 
“La nueva visión del menor se justificó tanto desde la 
perspectiva humanista, que propende la mayor protección de 
quien se encuentra en especiales condiciones de indefensión, 
como desde la ética que sostiene que sólo una adecuada 
protección del menor garantiza la formación de un adulto sano, 
libre y autónomo. La respuesta del derecho a estos 
planteamientos consistió en reconocerle al menor una 
caracterización jurídica especifica fundada en sus intereses 
prevalentes.” (Sentencia No. T 408 de 1995 de la Corte 
Constitucional M.P Eduardo Cifuentes, 1995). 
En la cita anterior también encontramos el principio de protección integral que 
está orientado a garantizar al menor una protección completa, en donde se 
le conceda un bienestar pleno y se le reconozcan como sujeto de derechos 
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y obligaciones. (Hernández Pallares, 2011 Pág. 57,58) .Este se encuentra 
también  plasmado en el artículo 7 del Código de infancia y adolescencia. 
3. Prohibición de  preacuerdos  en delitos contra menores 
a. En Cuanto al Panorama Legal  jurisprudencial (prohibiciones del 
art.199 ley 1098 N.1-8) 
El 8 de noviembre de 2006 el Congreso De La República publicó la Ley 1098 
de 2006, el Código de la Infancia y la Adolescencia, norma rectora en materia 
de protección de derechos de niños y adolescentes en Colombia, según 
dispone el mismo código, su finalidad es la de garantizar a los menores su 
desarrollo dentro del seno familiar lleno de amor comprensión y felicidad. 
La norma contiene entre otras cosas, las disposiciones acerca de la 
protección de los menores incluyendo las medidas de protección como la 
adopción, los derechos de los menores y los deberes del Estado, la sociedad 
y la familia para con estos, el sistema nacional de bienestar familiar, el 
sistema de responsabilidad penal para adolescentes y, en lo relevante a la 
presente investigación, los procedimientos especiales para cuando ellos son 
víctimas de delito. El artículo 199 del Código de la infancia y la adolescencia, 
establece la prohibición de los preacuerdos y negociaciones por una serie de 
delitos y se enfatiza especialmente  en su numeral 7.Pero la norma no se 
limita a la prohibición de los preacuerdos, sino que sus numerales incluye la 
prohibición de todos los beneficios y subrogados penales, (Congreso De La 
República, 2006). Desde el primer numeral 1 se prohíbe una medida diferente 
que la intramural, se prohíbe sustitución de la medida, terminación por 
principio de oportunidad como en los otros procesos, subrogados, en ningún 
caso habrá beneficio en Ejecución de penas ni tampoco preacuerdos o 
rebajas por negociación entre acusado y Fiscalía como total negación del 
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Estado social de Derecho, Democracia participativa inmersos en nuestra 
Constitución en su artículo 1 y 2, derechos a la víctimas y afectación al 
derecho de igualdad y dignidad humana en  los procesados que se enfrentan 
a un trato discriminatorio, desigual  con otros indiciados o acusados pues las 
penas se aumentan y al estar condenada una persona sin rebaja se enfrenta 
a una pena de hasta 60 años lo que no sólo es desigual sino atenta contra la 
dignidad humana. Lo anterior perfectamente lo podemos entender 
enfrentando una persona que cometió los delitos de homicidio (artículo 103 y 
104 C.P, parte de 17 años cuando es simple, agravado son 33 años), hurto 
(artículo 240, 241 C.P de 8 a 12 años mínimo ), concierto (artículo 340 C.P, 
parte de 4 años mínimo .), porte de armas, (artículo 365 C.P parte de 9 a 12 
años cuando es simple), extorsión (Artículo 244 C.P de 192 a 288 meses de 
prisión.), que en la etapa hasta antes del juicio puede obtener una rebaja de 
hasta el 50 por ciento según el artículo 348 al 354 de la ley penal, igual por 
reparar las victimas otra rebaja sustancial, que al sumar todos los anteriores 
delitos partiendo del homicidio como pena mayor sumaria más de 40 años y 
la persona estaría expuesta a una condena de toda una vida en la prisión, al 
menos que realice preacuerdo y repare la victima la pena le quedaría en la 
mitad, o sea unos 20 años. De esa mitad solo paga la mitad por el artículo 38 
G que es el beneficio de prisión domiciliaria por mitad de pena cumplida y 
artículo 63 las 3/5 partes de la pena quedaría en libertad, o sea que de los 20 
años sólo paga o bien la mitad o las 3/5 de acuerdo al beneficio que le otorgue 
el Juez de Ejecución, por lo que físicamente no paga ni la mitad de pena 
incluyendo rebaja por trabajo y estudio dentro del centro penitenciario 
mientras los acusados o condenados por delitos contra menores afectados 
por la prohibición del artículo 199 pagan la pena completa sin preacuerdos, 
como acusados ni condenados la pena le quedaría en los 40 años de los que 
pagaría los 40 años mientras la otra persona que también cometió delitos 
graves no alcanza a pagar 10 años físicos, lo que crea una enorme 
desigualdad y brecha entre los derechos de unos procesados frente a otros. 
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La única excepción de ésta prohibición la constituyen los beneficios por 
colaboración directa con las autoridades. Esta colaboración no incluye la 
confesión, sino el ayudar a las autoridades en la captura de otros 
responsables en caso de que existan múltiples culpables, o que el delito haya 
sido cometido por un grupo de crimen organizado. 
Se destaca que si bien el mencionado Código tuvo una vacatio legis de 6 
meses, este artículo en mención entro en vigencia de forma inmediata. 
(Unicef Colombia, 2007). Dado lo polémico de la norma, era de esperarse 
que su constitucionalidad fuese cuestionada y así lo fue. En 2017, se 
presentó una demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 199 (parcial) 
de la Ley 1098 de 2006, específicamente los numerales 3º (principio de 
oportunidad), 7º (preacuerdos y negociaciones) y 8º (beneficios por 
colaboración) por lo que se profirió la C-738 del 23 de julio de 2008 M.P Marco 
Monroy Cabra. Ahora bien, pese a que la sentencia si realiza un análisis 
minucioso de los numerales 3º y 8º, no lo hace con respecto al numeral 7º, 
limitándose a señalar el defecto de forma de la demanda. 
Independientemente de los defectos de forma de la demanda, la Sala, al no 
realizar un pronunciamiento sobre la exequibilidad de la norma, omite 
pronunciarse respecto a esta prohibición, que crea un trato diferenciado. Para 
esto se ampara en la libertad de configuración en materia penal que posee el 
legislador que, como se expondrá más adelante, no es absoluta. Además, la 
Corte ignora criterios que ella misma ha reconocido como necesarios para 
evaluar la constitucionalidad normas que establezcan tratos diferenciados. 
Por otro lado, se viola la dignidad humana debido a que, como se 
argumentará en la sección respectiva, la medida es netamente punitiva fruto 
de una concepción del derecho penal como herramienta de control social y 
no como un instrumento cuyos fines principales son la rehabilitación del 
detenido y su reinserción social. Estos fines están estrechamente vinculados 
a la figura de los preacuerdos, cuyo objeto es según la propia norma, 
humanizar la pena y la actuación procesal del Estado. En este sentido, 
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prohibir una figura que humaniza el derecho penal con fines punitivos (y como 
se verá más adelante, con la esperanza de obtener beneficios electorales) es 
al mismo tiempo una violación a la dignidad de los detenidos y un 
desconocimiento de la dignidad como principio rector del derecho penal, 
especialmente en lo relativo a las penas y su cumplimiento. 
b.  Prohibición de  preacuerdos Afectación a Derechos Humanos 
La igualdad es uno de los principios que sustentan el Estado de derecho y el 
ordenamiento jurídico, no solo en Colombia, sino en la mayor parte del 
mundo, y al mismo tiempo, constituye uno de los más importantes derechos 
humanos, del cual derivan o al cual hacen referencia muchos otros derechos, 
artículo 7 C.P. Estrechamente ligada a la idea de la dignidad humana del art. 
1  fundamento de la ley penal y pilar de nuestra Constitución, ambas son 
precisamente el fundamento de la universalidad de los derechos humanos 
que se extienden a todas las personas sin importar su nacionalidad, etnia, 
género, religión, opinión política, orientación sexual, entre otros factores  
como lo señala Nogueira Alcalá, 2006 pág. 63. 
Esta doble acepción esta recogida por el derecho Colombiano. La 
Constitución Política de 1991, reconoce a la libertad como un principio 
esencial y como de los primeros derechos fundamentales, en el artículo 13, 
que por un lado establece que todas las personas son iguales ante la Ley. 
Pero adicionalmente, la Constitución expresamente prohíbe la discriminación 
por razones de sexo, raza, nacionalidad, religión, opinión política, entre otras. 
Además, la norma suprema impone la obligación del Estado de tomar las 
medidas necesarias para hacer que la igualdad sea real o efectiva. 
Además, el derecho a la igualdad está inmersa en tratados internacionales 
que integran el denominado “bloque de la constitucionalidad”, el artículo 26 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y Convención 
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Americana sobre derechos humanos. En ambos la libertad es reconocida en 
su doble acepción como principio y como derecho subjetivo. 
La igualdad también constituye uno de los principios esenciales del derecho 
penal como establece el artículo 7 del Código penal. Otras normas penales 
que recogen este principio son el Código de procedimiento penal en su 
artículo 4 y el Código Penitenciario y Carcelario en su artículo 3. 
La dignidad por su parte, aparece desde el artículo 1 de la Constitución, clara 
evidencia de su importancia y de su posición central dentro del ordenamiento 
jurídico Colombiano. Igualmente el código penal consagra en su artículo 1 a 
la dignidad humana como el principal fundamento del derecho penal. 
Lo anterior es consecuencia de un proceso  que ha evolucionado el derecho 
penal que inicia en el siglo XIX. El mismo ha supuesto la superación de 
paradigmas que estuvieron en pie desde la antigüedad, para finalmente 
constituirse sobre la base del respeto a la dignidad humana tal y como lo 
expone Ávila Hernández: 
“Lo anterior es consecuencia de un proceso que ha 
evolucionado el derecho penal que inició en el siglo XIX. El 
mismo ha supuesto la superación de paradigmas que fue en pie 
desde la antigüedad, para finalmente constituirse sobre la base 
del respeto a la dignidad humana tal y como lo expone Ávila 
Hernández, pues la humanidad abandona las antiguas 
prácticas medievales de penas corporales que se traducen en 
tortura y muerte, transformándolas por la privación de libertad”. 
(Ávila Hernández, 2019 Pág. 2).  
Hacer un análisis del profundo impacto que la dignidad humana , la igualdad  
y otros principios y derechos, tiene dentro del ordenamiento jurídico y 
especialmente el derecho penal, sobrepasa al máximo  los límites de la 
presente investigación, pero suficiente decir que el legislador ha consagrado 
ambos como principios rectores de nuestra ley penal. La consecuencia de 
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esta consagración es que ambos principios deben ser observados en todas 
las diferentes facetas del derecho penal, desde la tipificación de las 
conductas, la celebración de procesos penales, las penas a aplicar y el 
cumplimiento de las mismas. Por tanto el artículo estudiado en sus  8 
numerales niega en parte  igualdad y la dignidad humana pues cualquier 
persona que preacuerdo o se allane a cargos está expuesta a máximo unos 
30 años, pero por causa de la prohibición del art.199  N.7 se multiplican a 60 
años pues no hay rebaja de hasta el 50 por ciento. 
       c. Dignidad humana y las penas 
Los valores esenciales deben reflejarse en la finalidad misma de la pena, que 
debe buscar la resocialización del individuo a la sociedad, como ha dicho la 
Corte Constitucional en Sentencia C-647 del 2001 M.P Alfredo Beltrán Sierra. 
Lo descrito en la anterior sentencia  se realiza en concordancia con los 
instrumentos internacionales de derechos humanos de los que Colombia es 
parte, como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Dicho 
pacto establece que la finalidad del régimen penitenciario no es otra que la 
readaptación social de las personas encarceladas. Otro instrumento 
internacional de suma importancia, como lo es la Convención Americana de 
Derechos Humanos es enfática en señalar  la finalidad reformativa y 
rehabilitadora de las penas privativas de libertad. 
Igualmente la función resocializadora y restauradora de la pena está reflejada 
en el código penal  en los artículo 4 , y en el código el Código Penitenciario 
colombiano en los artículos 9 y 10. Atrás queda la idea de un derecho penal 
eminentemente castigador, para dar paso a uno cuyo objetivo es la 
restauración del infractor. Entre las muchas implicaciones de la función 
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resocializadora del derecho penal, se encuentra la limitación a los tipos de 
pena que el Estado puede imponer, prohibiéndose la pena de muerte, la 
prisión perpetua, el destierro, la tortura, entre otros. 
Sin embargo en la práctica se evidencia un total abandono de la función 
resocializadora en pro de la función punitiva. Lo anterior  puede apreciarse 
claramente  en las condiciones de reclusión de los condenados. Lo anterior 
lo señala Ávila Hernández: 
“No obstante, la finalidad de la pena de la resocialización, la 
más importante en muchos sistemas penitenciarios, entre ellos 
el colombiano, ha fracasado de modo evidente, puesto que se 
le oponen razones filosóficas, como el atentado a la dignidad y 
a la libertad de consciencia que comporta, y también razones 
sociológicas, como la imposibilidad de enseñar a alguien a vivir 
en sociedad por medio de su aislamiento de ella". (Ávila 
Hernández ,2019  Pág. 11). 
Para Ferrajoli, los principios de legalidad, igualdad, certeza, necesidad y 
proporcionalidad, todos relacionados con la dignidad humana, actúan como 
límites al legislador penal y deben incidir tanto en la naturaleza de la pena 
como en el quantum que se reputa legitima en un Estado de Derecho. De la 
misma, el respeto a la dignidad humana prohíbe la imposición de “sanciones 
ejemplares” donde se utiliza al individuo como instrumento para prevenir la 
comisión de determinados delitos. (Ferrajoli, 1995). 
Otro principio estrechamente vinculado a la dignidad humana es el principio 
“in dubio pro libertate”. Para Maihofer la compatibilidad entre las leyes 
penales y la dignidad del hombre no solo se expresa en la aplicación de la 
pena en observancia del principio in dubio pro libertate, que establece que la 
actuación penal del Estado debe ir dirigida a buscar “la máxima permisión y 
mínima posible limitación de la libertad”, sino que la misma ley debe estar 
definida y concebida con arreglo al mencionado principio (Maihofer, 2008). 
28 
 
Por último, no puede dejarse pasar por alto la lamentable realidad de la 
saturación de las cárceles colombianas. Hace más de 2 décadas la Corte 
Constitucional mediante la Sentencia de Tutela n° 153 28 de abril de 1998  
M.P Eduardo Cifuentes Muñoz reconoció un estado de cosas inconstitucional 
en los centros de reclusión del país. Tras 22 años la situación sigue siendo 
problemática. Cifras del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario para el 
31 de agosto de 2020, reportaban que el hacinamiento carcelario en 
Colombia ascendía a un 27.23%, es decir, se encuentran recluidos en las 
cárceles colombianas unas 22.964 personas más de las que soporta la 
infraestructura disponible), lo que en todo caso, se debe a medidas tomadas 
para reducir el hacinamiento en vista de la pandemia del Covid19, ya que 
para el 31 de marzo del mismo año, el hacinamiento carcelario se ubicaba en 
un 51.2%. (Hernández Jiménez, 2020). Lo anterior no se cumple pues este 
articulo 199 no sólo en su numeral 7 sino en sus ocho numerales viola la 
dignidad humana e igualdad y demás hasta tal punto que la persona que se 
encuentre inmersa en un proceso contra menores pierde su presunción de 
inocencia e igualdad, y al estar detenido desde la primera etapa de proceso 
que son las audiencias preliminares donde el Fiscal por este articulo 199 No 
1 y 2 pide cárcel para los imputados hace que el aparto judicial se 
congestione y se incremente el hacinamiento en Colombia. A parte que como 
es casi imposible mientras avanza el proceso un vencimiento del art.317 y 
307 de la ley penal pues hace que permanezcan años privados de su libertad 
mientras termina el largo proceso con los implicados, si es absuelto sale en 
unos dos a tres años si el proceso es corto y si es largo entre 5 a 10 años 
violando la libertad de los procesos como tanto lo ha ratificado la Cidh en sus 
sentencias sobre plazo razonable y límites de la restricción a la libertad, 
señalando esta corte con fecha 27 de noviembre de 2013 caso J vs Perú, 
sobre los hechos del 13 de abril del 92 que aún la presunción de inocencia 
se debe mantener después de la condena, por lo que se refiere tácitamente 
al tema de libertad condicional a la que tiene derechos los condenados , pero 
que en Colombia no se mantiene pues recordemos que este artículo 199 
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prohíbe en cualquier caso cualquier beneficio a los condenados (la 
condicional es un derecho no un beneficio), lo que significa que en Colombia 
los condenados por delitos contra menores no tienen derecho a libertad 
condicional lo cual agrava el hacinamiento explícitamente con penas eternas 
de hasta 60 años sin ninguna posibilidad de rebaja ni libertad como si 
estuvieran reos de muerte en el pasillo del largo corredor que los lleva a una 
sentencia hacia el más allá, pues los único privados de la libertad que nunca 
podrán salir en el mundo entero, son los que se encuentran en el corredor de 
la muerte, situación semejante a la de nuestro país con la diferencia  que 
según la ley 1098 no existe pena de muerte ni prisión perpetua pero si la 
violación de los derechos de  todos condenados por delitos contra menores 
en su artículo 199. 
 
d. Libertad y proporcionalidad de su limitación 
Señala la CIDH  en la sentencia López Álvarez vs Honduras la libertad como 
derecho fundamental de toda persona, e impone límite a esa restricción de la 
libertad en procesados por cualquier delito. Aduce  textualmente que es 
obligación de los Estados no restringir la libertad de los detenidos más allá 
de los limites necesarios, que aún debe ponerse límite a la prevención 
preventiva que retiene la libertad de los procesados y que define como plazo 
razonable, término ampliamente conocido al momento de solicitar la libertad 
de un detenido dentro de un proceso legal y más un tratándose de delitos con 
prohibición del art.199 de la ley 1098, pues recordemos que en estos 
procesos los términos de duplican ante cualquier otro proceso art.317 C.P.P, 
a parte que según el numeral 1 del artículo 199 indiscutiblemente se  le 
impone medida de aseguramiento por los delitos contra menores en 
Colombia, medida impuesta por un Juez Constitucional. A demás es difícil 
por las mismas prohibiciones lograr la sustitución del  artículo 307 pues según 
la prohibición procede en todos los delitos menos los que se encuentran en 
la prohibición del artículo estudiado, lo que convierte a esta población 
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carcelaria aún más vulnerable  frente a otros detenidos lo que además 
conlleva a una congestión  del aparato judicial  en Colombia en   extremo y 
hacinamiento en exceso, pues mientras los otros imputados, acusados o 
condenados tienen posibilidad de lograr una libertad, los procesados por 
estos delitos no tiene ninguna esperanza pues ha sido afectado su derecho 
a la igualdad y  la Dignidad humana , principios en los que se fundó nuestra 
carta magna.  
En USA en el siglo XIX  se adoptó el sistema ingles mediante el cual la 
persona debía permanecer en libertad mientras se adelantaba el 
proceso(Hasta hoy en casos de algunos delitos  se paga una  multa y la 
persona continua en libertad demás en caso con menores cuando se 
descubre una  falsa denuncia se pierde la custodia y libertad, lo que impide 
que cualquiera pueda denunciar por perjudicar o venganza a otro pues 
estaríamos frente a una constante en Colombia de una violación  diaria de 
DDHH en personas procesadas por delitos contra menores. En USA los 
menores responden en  Colombia No. 
En la Sentencia Bayarrí Vs Argentina  de la CIDH es explícita en  señalar que 
la persona solo se debe privar de la libertad cuando se impida el desarrollo 
en el juicio por parte del procesado  y segundo cuando no exista otra  salida 
sino que se haga necesaria la medida en su contra. Lo anteriormente 
expuesto es totalmente contario a lo descrito en al artículo 199 de la 1098 
desde su numeral 1 y 2 que exige a los jueces de la República imponer 
medida de aseguramiento en establecimiento carcelario a todo lo que sea 
delito con menor de 14 años desde la primera audiencia de legalización de 
captura e imputación  a parte que recién inicia una denuncia en contra de una 
persona por éstos delitos es casi inmediata a su captura o privación de la 
libertad , violando la libertad, igualdad, dignidad humana, debido proceso, in 
dubio pro reo pues el testimonio de un menor en Colombia no admite duda ni 
tiene impedimento al momento de que un Fiscal solicite medida de 
aseguramiento y por consiguiente ni el más eminente de los defensores 
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puede debatir tal prueba capaz de argumentar una libertad por el principio de 
inocencia, contrario a lo ex puesto en nuestra constitución, normatividad art. 
7 y las sentencias expuestas por la Cidh. En cuanto a la igualdad, se señaló 
previamente que constituye uno de los límites a la legislación penal. No 
obstante si existen situaciones donde, bajo circunstancias específicas, se 
permite al legislador que en materia penal, establezca tratos diferenciados 
para diversos individuos, eso sí, cumpliendo con una serie de criterios. 
Entre estos podemos incluir, que los individuos a los que se tratara de forma 
diferente se encuentren en una situación de desigualdad, el que exista un 
objetivo legítimo o una causa razonable para el trato diferenciado a ambos, 
que puede incluir la necesidad de proteger, garantizar o reivindicar derechos 
constitucionales o enfrentar una situación de desigualdad o injusticia. Por otro 
Iado, el trato desigual debe estar relacionado con el objetivo legítimo y ser un 
medio para alcanzarlo y a su vez debe realizarse de forma proporcional a la 
de dicho objetivo, procurando no generar una situación de desigualdad peor. 
(Huerta Guerrero, 2005). 
Estos criterios han pasado a integrar el llamado test de proporcionalidad o 
test de igualdad, surgido de la jurisprudencia Constitucional Alemana. La 
Corte Constitucional Colombiana ha empleado el test de igualdad en 
numerosas ocasiones por, como por ejemplo, en la Sentencia No. C-022 de 
1996 M.P.Carlos Gaviria Ortiz en  donde enfatiza el principio de la igualdad 
en “que es adecuado para el logro de un fin constitucionalmente válido, 
necesario, es decir, que no existe un medio menos oneroso, en términos del 
sacrificio de otros principios constitucionales, para alcanzar el fin;”. Y  
proporcionado. A parte de lo anterior  está el  denominado “test de igualdad” 
que viene de la jurisprudencia estadounidense y que se distingue del anterior 
por establecer 3 tipos de análisis, o 3 tipos de niveles de intensidad para los 
test de igualdad, uno débil, uno intermedio y uno estricto. El test estricto está 
reservado para casos particulares, donde se apliquen criterios 
potencialmente discriminatorios, casos donde se limitan derechos humanos 
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o aquellos que afectan negativamente a grupos vulnerables, con especial 
deber de protección de parte del Estado, entre otros criterios. (Bernal Pulido, 
2005 Pág. 267,268). 
AI aplicar un test estricto de igualdad, la norma objeto de revisión que 
establece un trato desigual, debe cumplir con 2 requerimientos necesarios 
para ser aprobada. Por un Iado, la norma debe perseguir un fin 
constitucionalmente imperioso para el Estado y la sociedad, por otro Iado, 
que dicho trato desigual sea indispensable para alcanzar el fin en cuestión, 
siendo la única medida posible para alcanzarlo o la más idónea para ello. 
(Nogueira Alcalá, 2006) La atención a estos principios es especialmente 
importante en el ámbito penal, donde más allá del amplio margen de libertad 
de configuración legislativa en materia penal que posee el legislador 
colombiano, existen límites para el mismo. 
Para el caso en cuestión, de la prohibición de la celebrar preacuerdos entre 
acusados por delitos contra menores de edad, esta medida está dirigida 
contra sujetos que se encuentran retenidos  bajo la custodia del Estado, y 
como ha reconocido la Corte Constitucional en sentencias como la C 328 de 
2016 MP. Gloria Stella Ortiz Delgado, en donde señala que  los privados de 
libertad constituyen un grupo vulnerable con condición especial que deber 
tener  protección por parte del Estado, lo que implica la aplicación de un test 
estricto. Y la aplicación de dicho test trae consigo un efecto significativo, que 
es la inversión de la carga de la prueba, correspondiendo al Estado la 
obligación de demostrar que la medida en cuestión no viola el derecho a la 
igualdad.  
Es incomprensible entonces que la Corte Constitucional, al ser cuestionada 
respecto a la constitucionalidad de la prohibición de los preacuerdos, norma 
que claramente establece un trato desigual no procediese a realizar dicha 
evaluación, más allá de que la demanda que llevó la cuestión a su 
conocimiento no estableciese con claridad como la medida violaba el derecho 
a la igualdad. 
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Así las cosas, al no hacer dicha evaluación y solo descartar el asunto por un 
tecnicismo en las formas, la Corte  no ha cumplido sus funciones como 
máximo representante jerárquico del orden Constitucional, ante una medida 
que representa la violación de un derecho fundamental y que afecta una parte 
de la población reclusa. 
Analicemos la prohibición de los preacuerdos para delitos contra menores de 
edad a la luz de los test de proporcionalidad e igualdad. Primero que todo, 
para el análisis de la proporcionalidad encontramos otro principio como el de 
adecuación. Este requisito del test estricto de igualdad busca que la medida 
busque cumplir un objetivo constitucionalmente imperioso. No obstante, no 
existe certeza alguna de que la mayor gravedad de las penas o la prohibición 
de celebrar preacuerdos, tenga el efecto disuasivo deseado en los 
victimarios. O que las mismas se traduzcan en mucha mayor protección a los 
jóvenes de ser víctimas de algunos de los delitos graves, por cuya comisión 
están prohibidos los preacuerdos. En particular porque de acuerdo a 
investigaciones contemporáneas, se ha determinado que la simple aplicación 
de penas de un elevado rigor es insuficiente para acabar con el problema de 
la criminalidad (Frías Caballero, 1991, pág. 79). 
En el segundo criterio, el de necesidad, encontramos un panorama similar. 
No solo la prohibición de celebrar preacuerdos no es garantía de mayor 
protección a los menores, sino que existen otros medios que podrían llevar a 
una mayor protección de los mismos sin afectar los derechos de los 
imputados. Un ejemplo seria dar mayor énfasis a la prevención y a la 
investigación de los delitos, a través de acciones como la mayor 
profesionalización de los cuerpos policiales y la asignación de mayores 
recursos para el cumplimiento de sus funciones. 
Estudios criminológicos han señalado que la mayor posibilidad de captura y 
condena de los responsables tiene mayor incidencia en la disminución de la 
delincuencia, que el miedo que puede generar el castigo por el acto. (Rico, J. 
M. y Salas, J. L., 1998, pág. 184) Comparten esta opinión Miró Llinares y 
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Bautista Ortuño, quienes analizando los aquellos factores que Ilevan al 
cumplimiento de las normas penales, encontraron que la certeza percibida 
de ser capturado es el factor con mayor poder disuasorio, mientras que no se 
encontró evidencia empírica para determinar que la mayor severidad en las 
sanciones tenga efectos en la disminución de la criminalidad. (Miró Llinares, 
F. y Bautista Ortuño, R., 2013, pág. 12) 
Esta tendencia a aumentar las penas y reducir los beneficios procesales, no 
sólo por delitos de tipo sexual, sino como una tendencia generalizada dentro 
del derecho penal, es común en toda Latinoamérica, donde en promedio las 
penas máximas son más altas que en otras regiones, como Europa 
(Colombia es uno de los países que contempla penas más altas en el 
continente) sin que esto haya llevado a una reducción de la criminalidad. Esta 
tendencia evidencia que en la región existe una “fe excesiva” en las penas 
altas como mecanismo de prevención de delitos, sin que se hayan explorado 
otros mecanismos y sin que se analice la verdadera efectividad de dichas 
penas para reducir los delitos que se cometen. (Reyes Hincapié, 2019, pág. 
67) La propia Corte Suprema en su Sala de Casación Penal ha compartido 
esa posición, criticando duramente la actividad legislativa en su sentencia (csj 
Casación Penal, 5 nov. 2008, proceso 29053, J. L. Bustos). 
Como observamos, la medida de prohibir los preacuerdos entre fiscalía e 
imputado por delitos contra menores de edad no supera las exigencias de un 
test de proporcionalidad e igualdad estricto, ya que si bien en principio esta 
persigue un fin constitucionalmente valido, no es una media idónea ni 
necesaria para alcanzar este fin, al no existir ninguna evidencia que sustente 
que el mayor castigo para los infractores implique una mayor protección de 
las víctimas, existiendo otras medidas que tendrían un mayor efecto sin 
imponer un trato diferenciado que afecte los derechos de los privados de 
libertad. Y además, corresponde al Estado la carga probatoria, al tratarse de 
una situación que amerita un test de proporcionalidad estricto. El Estado 
colombiano en ningún momento ha demostrado si realmente la misma tiene 
35 
 
un efecto directo en lograr el fin de proteger a los niños y adolescentes lo 
anterior también lo confirma la CIDH en la sentencia de Cabrera García y 
Montiel Flores vs México del 26 de Noviembre de 2010 en lo que hace 
referencia a la interpretación en sentido estricto en señalar que los jueces 
siempre deben preferir la norma conforme los DDHH y tratados 
internacionales. 
e. El populismo punitivo como un retroceso del derecho penal 
La prohibición de celebrar preacuerdos con los imputados por ciertos delitos 
forma parte de una tendencia a retornar a un modelo de derecho penal 
netamente sancionador, que no es compatible con el principio de dignidad 
humana. La misma forma parte de un movimiento más amplio que pretende 
eliminar los beneficios penitenciarios para ciertas formas de criminalidad y no 
se ha limitado a la celebración de preacuerdos. Beneficios tales como la 
libertad condicionada, la redención de prisión por trabajo, la rebaja de la pena 
por buena conducta, entre muchos otros, han sido frecuentemente vedados 
a individuos hallados culpables de ciertos delitos.  
Esta corriente forma parte de lo que se denomina “populismo punitivo”, el uso 
por los gobernantes del derecho penal como herramienta política y 
electoralista, basada en la creencia infundada de que una mayor severidad 
de las penas Lleva a la disminución del delito, pero al mismo tiempo 
buscando utilizar la pena para consolidar un “consenso moral” donde la 
población reconozca los esfuerzos gubernamentales para castigar a los 
delincuentes, y por sobre todo, teniendo la esperanza de obtener con este 
proceso ganancias electorales en el corto plazo. (Torres Cadavid, 2010 Pág. 
21) 
Otro aspecto del populismo punitivo es el rechazo a la opinión de expertos, 
como criminólogos, penalistas, sociólogos, psicólogos o trabajadores 
sociales, con respecto a todos los aspectos del derecho penal, Ilámese leyes, 
procedimientos y penas. El propósito ha sido priorizar el manejo politizado 
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del derecho penal, Ilamado a satisfacer el clamor popular por una condena 
más dura a los infractores. (Muñoz Tejada, 2009 Pág. 27) 
Esta tendencia también puede observarse con la expansión del rol de la 
víctima en el derecho penal. La inclusión de las victimas dentro del proceso 
puede tener aspectos positivos, cuando se busca una reparación del daño 
realizado y la integración de estas a la justicia. No obstante, existen efectos 
negativos, en la medida en la que la figura de la víctima ha sido empleada 
como instrumento por movimientos populistas para la consecución de 
obtener simpatías populares. Esto ha llevado a la creación de una dicotomía 
en el centro del proceso penal, donde el apoyo a la víctima se traduce en la 
condena agresiva y enfática del victimario. Bajo esta perspectiva, toda acción 
que busca favorecer a un agresor, aun aquellas relacionadas con el trato 
humanitario y el respeto a la dignidad humana, se presenta como una ofensa 
a la víctima. (Gargarella, 2008, pág. 87) 
Desde la misma perspectiva viene la demonización absoluta del delincuente, 
al que se le ve como individuos indignos, de imposible rehabilitación, carentes 
de derechos, y a los que se les desconoce cualquier tipo de reclamación por 
el daño causado, como peligro para la sociedad que está mejor sin ellos. 
(Torres Cadavid, 2010, pág. 24) 
Esta demonización se enmarca en lo que se ha denominado el “derecho 
penal del enemigo” una tendencia dentro del ámbito penal donde el objeto de 
la pena deja de ser la rehabilitación del infractor, como disponen las normas 
constitucionales y penales de Colombia, sino que pasa a ser la supresión de 
aquellos individuos considerados como una amenaza, no como seres 
humanos con dignidad. Pero el aspecto político electoral es ciertamente la 
característica esencial del populismo punitivo, donde las políticas públicas en 
materia penal se desarrollan en implementan valorando por encima de todo 
el beneficio político y la reacción de la opinión pública, criterios más 
relevantes que por ejemplo, las opiniones de expertos, en la medida en la 
que tienen un impacto en las perspectivas electorales del gobierno de turno. 
(Garland, 2005, pág. 462). 
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La consecuencia de esta tendencia es la desnaturalización del derecho penal 
y el rechazo de los avances que habían tenido Iugar en el mismo, avances 
que debe decirse, tenían su origen en el derecho internacional de los 
derechos humanos, en el respeto a los derechos fundamentales de la 
igualdad y la dignidad humana, entre otros, y en la humanización y 
modernización del mismo. 
“El establecimiento de regímenes diferenciados de acceso a 
tales beneficios, como respuesta a la demanda social de 
endurecimiento, los que llegan incluso a la exclusión de los 
mismos… prescindiendo de criterios individualizadores 
respecto a la persona del penado, así como de un análisis 
particularizado del delito en concreto”. (Brousset  
Salas, 2002) 
En el caso de Colombia, esta tendencia solo parece exacerbarse en los 
últimos años. El 18 de junio de 2020, el Senado de la República de Colombia, 
aprobó una reforma constitucional que busca establecer la cadena perpetua 
para los violadores y asesinos de niños, niñas y adolescentes (Pacheco, 
2020). Esto pese a que dicha reforma va en contra de los compromisos 
internacionales de Colombia en la materia. AI mismo tiempo representa un 
profundo y lamentable retroceso en los avances del derecho penal 
colombiano en los últimos años. Como señala Molina Corzo que los países 
que tienen convenios y tratados de DIH Y DDHH, no pueden establecer 
dentro de sus codificaciones internas la pena de muerte o la cadena perpetua 
Por lo tanto, el Estado Colombiano necesita reencaminar sus políticas hacia 
el respeto de la dignidad humana y hacia una visión restauradora y 
socializadora del derecho penal acorde a los principios consagrados en la 
Constitución Política de 1991. Lo contrario implica volver a un modelo punitivo 
propio del pasado, dejando de Iado todo el progreso en materia de derecho 
penal de los últimos años olvidándonos de la esencia de los principios del 
Estado Social de Derecho como dignidad humana e igualdad que fueron  
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dejados a un lado a la hora de dar a luz la ley 1098 de 2006 en su artículo 
199 olvidando que tales prohibiciones se convierten en la pena máxima de 
60 años frente a una persona que pre acuerda o se allana a cargos cuya 
rebaja seria la mitad unos 30 años por lo que los 60 años por prohibición de 
preacuerdos se convierte automáticamente en una cadena perpetua por lo 
que viola la dignidad humana tal y como lo señala  en sus 150 páginas la 
ponencia  de la  M.P. Cristina Pardo Schlesinger quien está a favor de 
declarar la medida inconstitucional  en lo que señala: “El congreso de la 
República transgredió su poder al incluir la pena de prisión revisable en el 
artículo 34 de la C.P. pues afectó un eje definitorio de la Carta como es el 
Estado de Derecho y democrático de derecho fundado en la Dignidad 
Humana y en consecuencia sustituyó la Constitución”. Lo anterior es la 
máxima expresión de Populismo Punitivo en Colombia como lo es el art.199 
que convirtió la prohibición de preacuerdos  en una pena máxima de 60 años 
equivalente a una cadena perpetua sin rebajas, sin libertad condicional, sin 
prisión domiciliaria, sin sustitución de la medida, sin reparación a las víctimas, 
en desigualdad de condiciones a otros procesados frente a otros delitos tanto 
como indiciados en los lugares de reclusión como en condición de 
condenados sin beneficios a morir en una cárcel sin derechos  ni siquiera a 
un trato digno como los demás reclusos,  lo cual fue sustento  en la ponencia 
que hizo la Magistrada Cristina  Pardo (2021) pues se considera que la 
cadena perpetua agravaría la condición de los privados de la libertad dentro 
del establecimiento carcelario  a parte de todos las demás afectaciones que 
sufren por el deficiente sistema de salud de nuestro país y hacinamiento 
actual en todas las cárceles. A  parte que sepultó la victima a un largo proceso 
de años, a su re victimización, sin duda colapsaría el sistema Judicial en 
Colombia y como si fuera poco afectó gravemente el derecho a la igualdad y 
sobre todo la dignidad humana que es uno de los pilares con los que se 




Finalizada la investigación, podemos concluir en base a todos los argumentos 
previamente expuestos, que la prohibición de celebrar preacuerdos y 
negociaciones entre la fiscalía y el imputado o acusado en los delitos 
cometidos contra menores de 14 años, es incompatible con los principios y 
valores jurídicos, y los derechos humanos establecidos en la Constitución 
Política de Colombia, específicamente la dignidad humana y la igualdad, 
consagrados en los artículos 1 y 13, respectivamente, así como con los fines 
y principios de la justicia restaurativa. Por lo que la respuesta a la interrogante 
que dio origen a la investigación es negativa. 
En cuanto a la hipótesis de la investigación de que la celebración de 
preacuerdos con los imputados y acusados por los delitos de homicidio o 
lesiones personales bajo modalidad dolosa, delitos contra la libertad, 
integridad y formación sexuales, o secuestro, cometidos contra niños, niñas 
y adolescentes, es exequible con la Constitución Colombiana, y su 
prohibición viola derechos fundamentales como la igualdad ante la Ley y la 
dignidad humana, se considera que esta ha sido probada de forma afirmativa. 
No existe ninguna duda de que los niños y adolescentes merecen y necesitan 
especial protección por parte del ordenamiento jurídico, y que la garantía de 
sus derechos es una obligación consagrada en la Constitución y la Iey. De la 
vulnerabilidad de los menores de edad y de los principios jurídicos que han 
emergido para proteger su integridad, su seguridad, así como garantizar sus 
derechos, deriva que existan sancionas más severas para aquellas personas 
que atenten contra los derechos de los menores, especialmente si se trata 
de delitos graves. No obstante, esta protección especial está reflejada en la 
pena, que debe ser proporcional a delito, pero es erróneo considerar que 
debe extenderse a otros componentes del sistema penal. Especialmente no 
a aquellos que buscan la humanización del mismo, inspirados en los 
principios esenciales de la Constitución, el ordenamiento jurídico penal y de 
los derechos fundamentales. 
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Entre estos destacan los diferentes beneficios procesales que han emergido 
progresivamente con el propósito de humanizar el derecho penal, incluir tanto 
a víctimas como a victimarios en el proceso, buscar vías alternativas para la 
reparación del daño o brindar la oportunidad de alcanzar una reducción de la 
condena en base a un compromiso del condenado, primer paso del proceso 
de resocialización. Algunos de estos beneficios, que han sido objeto de 
críticas, condenas y limitaciones en su utilización, destacan las penas 
sustitutivas de la prisión, la liberación anticipada y la celebración de 
preacuerdos y negociaciones, objeto de la presente investigación. 
La prohibición de los preacuerdos y negociaciones con los imputados por 
delitos contra la libertad, integridad, formación sexual, o el delito de 
secuestro, cuando las víctimas son menores de 14 años, no obedece 
realmente a la necesidad del Estado colombiano de brindar una protección 
adicional a los menores y disminuir el número de delitos contra las niñas y 
adolescentes. Esto porque, los análisis estadísticos y las investigaciones 
criminológicas recientes demuestran que este tipo de medidas, que buscan 
aumentar la dureza de las penas para el condenado, no producen una 
disminución de los delitos contra los que están dirigidas. 
En cambio, la prohibición obedece a un deseo de brindar castigos ejemplares 
por delitos que despiertan un fuerte rechazo de la opinión pública, con los 
subsecuentes beneficios derivados de la percepción de un Estado “duro 
contra el delito”. Todo en el marco de una tendencia a la expansión del 
derecho penal y a su instrumentalización como herramienta política, dentro 
del denominado “populismo punitivo”, que como puede observarse, pretende 
imponerse en Colombia. 
Dicha actuación se configura en una desnaturalización del derecho penal que 
en el marco de la Constitución Política y los tratados en materia de derechos 
humanos ratificados por Colombia y que integran el bloque de la 
constitucionalidad, no tiene ninguna cabida. Recordemos que dentro del 
marco jurídico y constitucional del derecho penal colombiano, la pena tiene 
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en primer Iugar una función resocializadora y la dignidad humana es el 
principio esencial que sirve de fundamento a la actividad penal del Estado. 
En el caso de los preacuerdos, una figura que busca humanizar la pena y la 
actuación procesal del Estado, es inconcebible que estos sean prohibidos 
para algunos detenidos de libertad, lo que implica que algunos detenidos 
tendrían un proceso más humano que otros, lo que representa una violación 
del principio de igualdad, y la prohibición misma atenta contra la dignidad de 
los afectados al privarlos de un mecanismo para humanizar el proceso. 
Más aún, dicha medida no se adapta a los estándares establecidos por la 
propia Corte Constitucional para aquellas acciones que establecen un trato 
diferenciado. La Corte ha establecido en su jurisprudencia la necesidad de 
evaluar este tipo de normas en base al “test de igualdad y proporcionalidad” 
que establece que la norma objeto de escrutinio debe cumplir con criterios de 
adecuación, necesidad y proporcionalidad. 
AI analizar la prohibición de los preacuerdos en base a estos criterios 
encontramos que la misma no cumple con la adecuación al no ser idónea 
para su fin, pues como se mencionó previamente, no existe evidencia de que 
una mayor pena Ileve a una reducción del delito. Tampoco se cumple con el 
criterio de necesidad, toda vez existen otros medios que pueden brindar una 
mayor protección a los menores sin vulnerar los derechos de los imputados, 
como el asignar más recursos a la investigación y persecución de los delitos, 
reduciendo la impunidad, o atacar factores sociales que puedan aumentar la 
vulnerabilidad de los menores. 
En este caso, la Corte Constitucional al declarar exequible la prohibición de 
celebrar preacuerdos, sin proceder a realizar el análisis correspondiente, sino 
que alegando un defecto de forma de la demanda, deja de Iado sus 
competencias de proteger la constitución y los derechos fundamentales y su 
obligación de demostrar que dicha medida no era discriminatoria, en virtud 
de la inversión de la carga de la prueba que se produce al ser los afectados 
un grupo vulnerable, y le abre paso a la nefasta tendencia de utilizar el 
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derecho penal con fines políticos desconociendo aún el derecho de las 
víctimas a la verdad, justicia y reparación integral y la solución de conflictos 
entre acusado y supuesta víctima esencia del Estado Social de Derecho y de 
una democracia participativa ciudadana. Tendencia que se está 
manifestando en las recientes iniciativas y proyectos legislativos que 
pretenden imponer sanciones aún más severas, incluso la prisión perpetua. 
Por lo tanto, el Estado colombiano debe reorientar sus políticas criminales 
hacia una verdadera protección efectiva de los menores y no buscar 
enmascarar sus deficiencias detrás de sanciones draconianas que 
desconocen la dignidad humana y no están acorde a los principios de la 
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